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SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA
Tema:

Artículo 24 del C.S.T. Al trabajador sólo le corresponde demostrar la prestación personal del servicio para que se presuma la existencia del contrato de trabajo, presunción que debe ser desvirtuada por el presunto empleador a efectos de exonerarse del pago de prestaciones. En este caso, el demandado no cumplió con tal obligación. 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, dieciséis de diciembre de dos mil nueve
Acta número 075 del 16 de diciembre de 2009
En la fecha, siendo las cinco y treinta minutos de la tarde tal como oportunamente se programara, esta Sala y su secretaria, se constituye en au​diencia pública con el objeto de  resolver el recurso de apelación propuesto por los apoderados de ambas partes, en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia el pasado 2 de junio, dentro del proceso ordinario que el señor Mauricio Gómez Blandón adelanta en contra de Humberto Emilio Ramírez Arango.
El proyecto presentado por el Magistrado Ponente fue revisado y aprobado en Sala, conforme consta en el acta arriba referenciada y da cuenta de los siguientes

ANTECEDENTES

Manifiesta el actor, asistido de mandatario judicial, que laboró al servicio del señor Humberto Emilio Ramírez Arango en su finca “La Suiza”, del municipio de La Virginia,  en cumplimiento de un contrato de trabajo verbal y a término indefinido, entre el 12 de julio de 1994 y el 30 de julio de 2007, cuando fue terminado en forma unilateral e injusta por este último; que el 15 de agosto de 2004, se le liquidó, de mutuo acuerdo, el tiempo laborado hasta ese momento, pasando entonces el trabajador a ser un contratista, es decir, vinculado mediante prestación de servicios,  con la creencia de que de esa manera sus condiciones laborales y salariales mejorarían;  sin embargo a partir del 17 de agosto,  la referida relación continuó siendo subordinada y dependiente, el actor recibía la suma de $13.000 diarios, para un total de $91.000 semanales, salario que se incrementaba según el número de trabajadores que consiguiera para trabajar en la finca, de acuerdo con el número de horas laboradas y la labor desempeñada; cumplía jornadas de 7 de la mañana a 4 de la tarde de lunes a sábado y si la labor lo requería, por tratarse de actividades del campo, debía trabajar los domingos y festivos; dichas labores consistían en cultivo, siembra, macollo (sic), encalle (sic), preparación de tierras etc., en conseguir los trabajadores, cancelar la nómina que el mismo empleador elaboraba, funciones todas cumplidas bajo subordinación y dependencia del demandado; además de la remuneración diaria, el actor recibía un valor adicional por las funciones en mención y en algunas oportunidades, por el trabajo suplementario que realizaba; hasta el momento de presentación de la demanda no le ha sido cancelada la correspondiente liquidación por el tiempo laborado después del 17 de agosto de 2004 y hasta el 30 de julio de 2007  la indemnización por despido injusto, la moratoria por no consignación de cesantías ni tampoco se le entregó la correspondiente dotación  de calzado y vestido de labor. En audiencia de conciliación celebrada el 27 de agosto de 2007, el empleador reconoció la existencia del contrato de trabajo y los derechos salariales y prestaciones del actor, ofreciendo cancelar la suma de $3.000.000, que no fue aceptada por éste; el demandado elaboraba las plantillas de los trabajadores, asignándoles el salario, el valor de la labor desarrollada, el horario y demás, tal como se demuestra con las planillas aportadas; el empleador obligó al actor a registrarse en el régimen único tributario ante la DIAN  pretendiendo simular su condición de contratista. 
Conforme a esa relación de hechos, pretende que se declare la existencia del contrato de trabajo, verbal e indefinido  entre el 17 de agosto de 2004 y el 30 de julio de 2007 que fue terminado sin justa causa por el empleador y que, consecuente con esa declaración se condene al accionado a cancelarle el tiempo suplementario laborado, el reajuste del salario y de las prestaciones sociales (cesantías, intereses, primas de servicios, vacaciones) y el vestido de labor  por ese tiempo; la indemnización por despido injusto; el auxilio de transporte, la sanción moratoria y la correspondiente por la no consignación de sus cesantías en un fondo y finalmente, que se condene al accionado en costas procesales. 
La demanda así presentada fue admitida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia el 16 de enero de 2008, ordenando en esa misma providencia la notificación y el correspondiente traslado al accionado, fl. 121. 
Por intermedio de vocero judicial se pronunció el señor Humberto Emilio Ramírez Arango, fl. 129 y ss., negando la existencia del contrato de trabajo a partir del 15 de agosto del año 2005, por cuanto a partir de esa fecha, el actor le prestó sus servicios como contratista independiente realizando labores determinadas, propias de la producción de caña de azúcar, que no realizaba personalmente sino que subcontrataba a otros trabajadores y acordaba el precio de manera independiente y debido a que hubo algunos inconvenientes en la entrega de una información no se le volvió a contratar una vez finalizado el último de esos vínculos; indica que la terminación del contrato de trabajo en el año 2005, cuando el demandante prestaba sus servicios como vaquero, obedeció a una renuncia voluntaria de éste; señala que a partir de ese 15 de agosto de 2005 dejó de ser empleador de Mauricio Gómez Blandón quien realizaba la labor contratada sin subordinación alguna, sin cumplir horarios y sin que además, tuviera que acudir al predio a realizar trabajo alguno, simplemente cobraba el precio correspondiente a la obra  efectuada por sus trabajadores y dependientes, relacionada exclusivamente con la producción de caña de azúcar, le pagaba a sus trabajadores y se quedaba con el excedente, que no sabe a cuándo ascendía como utilidad; por tales razones no hay causa alguna para reclamar pago de prestaciones sociales o indemnizaciones; señala que tampoco es cierto que en la diligencia de conciliación se haya reconocido la existencia del contrato de trabajo u obligaciones provenientes de un contrato laboral, es más, en esa oportunidad se dejó clara la condición de contratista independiente del demandante; refiere finalmente, que las planillas aportadas indican la relación de trabajos efectuados por los colaboradores, contratistas y subcontratistas del señor Gómez Blandón, documentos que confirman que era un contratista independiente y que el proceso de inscripción en el Régimen Único Tributario es completamente voluntario y necesario además para ubicar al contratista dentro de uno de los regímenes de contribución y para la suscripción de los contratos de obra en mención. Se opone por tanto a la prosperidad de las pretensiones, insistiendo en que la labor subordinada como vaquero se mantuvo hasta el 15 de agosto de 2005 y fue debidamente liquidada ante la renuncia voluntaria del trabajador, quien continuó prestando sus servicios como contratista independiente, manejando su propio horario sin subordinación alguna. Propuso como excepciones de mérito las que denominó “Buena fe por parte del empleador, Cobro de lo no debido, Inexistencia de la obligación, Mala fe y temeridad y Prescripción.”.
La demanda fue reformada para solicitar nuevas pruebas, fl. 136, sin pronunciamiento alguno por parte del accionado, fl. 139. 

Fracasado el intento de conciliación y luego de surtidas otras etapas procesales, el Despacho se constituyó en primera audiencia de trámite, decretando las pruebas solicitadas por las partes, las que fueron practicadas en las restantes audiencias. 

Concluido el debate probatorio, se citó para audiencia de juzgamiento para el 2 de junio del año que avanza, fl. 200, dentro de la cual se profirió la sentencia, absolviendo al demandado, al encontrar la juez a quo acreditado, con las pruebas allegadas, especialmente la documental, que el señor Mauricio Gómez Blandón prestó sus servicios en el periodo en mención, como contratista independiente. Cargó las costas procesales al actor. 

Inconforme con esa decisión, la apoderada del demandante interpuso y sustentó en forma oportuna el recurso de apelación. Concedido el mismo, la actuación fue remitida a esta Sala en donde se surtió el trámite propio de la instancia. Como dentro de lo actuado no se observa nulidad alguna que haga írrito el proceso, se procede a resolver la alzada conforme las siguientes
CONSIDERACIONES:

Están reunidos los presupuestos procesales de competencia, demanda en forma, capacidad procesal y capacidad para ser parte; corresponde por tanto dictar la sentencia que ponga fin a esta segunda instancia. 

Señala la apoderada de Gómez Blandón, fl. 217, que contrario a lo expuesto en el fallo que ataca, de las pruebas aportadas al plenario, documentales y testimoniales, se logran reunir los elementos esenciales que identifican al contrato de trabajo, establecidos claramente en el artículo 23 del Código Sustantivo del Trabajo, esto es, la prestación personal del servicio a cargo de su procurado y a favor del accionado; la dependencia o subordinación y la remuneración; explica uno a uno esos elementos y los confronta con las probanzas practicadas en el plenario para concluir la presencia del contrato de trabajo en el periodo comprendido entre el 17 de agosto de 2004 y el 31 de julio de 2007. Contrato que, además itera la togada, fue terminado sin justa causa, por cuanto la argüida por el empleador carece de sustento legal para ser considerada como tal. 
Problemas jurídicos.

¿Existió  el mencionado contrato de trabajo entre las partes, entre el 17 de agosto de 2004 y el 31 de julio de 2007, como afirma el actor o, por el contrario, a partir de esa fecha, Mauricio Gómez Blandón se convirtió en un mero contratista de prestación de servicios con completa autonomía e independencia?.
¿La terminación de la relación obedeció a una justa causa?

Para resolver el primero de los cuestionamientos, debe la Sala dejar en claro que ninguna duda existe respecto a que en realidad de verdad, entre las partes aquí enfrentadas, existió una relación laboral en la que Mauricio Gómez Blandón puso a disposición del señor Humberto Emilio Ramírez Arango sus servicios, en principio, en virtud de un contrato de trabajo que comenzó el 12 de julio de 1994 y que fue liquidado el 15 de agosto de 2005 según se corrobora con el documento visible a folio 128 del expediente y con la afirmación del mismo demandado al dar respuesta a la acción incoada en su contra, fl. 129, ello a pesar de que el demandante indique que la mencionada liquidación ocurrió en el año 2004, pues, como ya se afirmó, reposa en el expediente copia de la liquidación efectuada en agosto de 2005, debidamente signada por el actor, e incluso se aportó la carta de renuncia presentada por éste el 15 de agosto de 2005, fl. 127. 

Lo anterior no obstante que en la demanda se pretenda la declaración de existencia del contrato de trabajo a partir del 17 de agosto de 2004, lo cual obedece al parecer a un lapsus del actor.
Que posterior a ese vínculo laboral, el actor siguió prestando sus servicios a favor del señor Ramírez Arango, aunque, según éste, bajo una modalidad distinta, por cuanto a partir del 17 de agosto de 2005, Mauricio Gómez Blandón se convirtió en un contratista que realizaba a través de otras personas, las labores propias de la producción de la caña de azúcar, acordando con su antiguo empleador un valor por cada labor especifica y de allí obtenía unas ganancias que se convertían en su verdadera remuneración. 
El conflicto se circunscribe entonces a determinar si esa relación estuvo regida por un contrato civil como afirma el accionado o, si por el contrario, existió en realidad bajo esa apariencia un verdadero contrato de trabajo.  
De conformidad con lo establecido el artículo 24 del C.S.T. se presume que toda relación de trabajo personal está regida por un contrato de trabajo, esto es, al trabajador sólo le corresponde acreditar que prestó sus servicios personales al empleador para que se presuma la existencia del contrato de trabajo, incumbiéndole a éste en consecuencia, desvirtuar tal presunción, demostrando que tal servicio no se prestó bajo un régimen contractual laboral, pues quien lo ejecutó no lo hizo con el ánimo de que le fuera retribuido, o en cumplimiento de una obligación que le impusiera dependencia o subordinación. 

La falladora de primera instancia  considera que le asiste razón al demandado,  que de las pruebas testimoniales que cita in extenso, se obtiene que el demandante actuó como un verdadero contratista y por tanto no tiene derecho a reclamar prestaciones sociales. 

Una vez revisado el expediente, especialmente las probanzas aportadas, considera la Sala que razón le asiste a la apoderada del actor que recurre, que en este asunto quedó más que acreditado, incluso con esas mismas declaraciones que trascribe la a quo, el contrato de trabajo entre el 17 de agosto de 2005 y el 31 de julio de 2007, entre los señores Gómez Blandón y Ramírez Arango. 

Se demostró por ejemplo que Mauricio Gómez era el encargado de contratar el personal para la realización de esas labores relacionadas con la caña de azúcar; que era el encargado de dirigirlos en el campo y que era quien les cancelaba la nómina, recibiendo por cada uno de los trabajadores un valor adicional. Así lo refieren Jesús González, fl. 156; Nestor Raúl Gutiérrez, fl. 154;  Ana María Silva, fl. 178 (todos ellos testigos del demandado y con pleno conocimiento de la situación porque son empleados también de la finca La Suiza); Leonardo Enrique España, fl. 146, Germán Blandón, fl. 185 y Luz Janeth Gómez, fl. 193 (compañeros de labor del demandante, los primeros, y su compañera permanente la segunda). Indican igualmente la mayoría de esos declarantes que el actor cumplía el mismo horario que los demás trabajadores, que obedecía las órdenes del mayordomo de la hacienda y, más aún, que debía contar con su aval para ausentarse de su puesto de trabajo. 
Es decir, que el supuesto contratista no era autónomo e independiente para realizar su labor, todo lo contrario, debía permanecer en su sitio de labor por lo menos vigilando el trabajo y que se cumplieran las órdenes que le entregaba el mayordomo, amén que debía incluso solicitar permiso para ausentarse de tal lugar.
Fueron aportadas con la demanda, y reconocidas además por el demandado como válidas, copias de las planillas de nóminas canceladas al contratista Gómez Blandón, en las que se constata que la relación de éste con el accionado fue continua en el tiempo y que en varias oportunidades recibió también el pago de jornales por su labor directa y por trabajo suplementario, ver a manera de ejemplo, las que obran a folios 12, 16, 18 al 26, 82, entre otras. 

Con esa subordinación al empleador o a su mayordomo o administrador y con los pagos efectuados al demandante directamente por Ramírez Arango, especialmente por concepto de trabajo suplementario (horas extras) se queda sin sustento la  afirmación de éste de que ningún vínculo contractual laboral tenía con el demandante, que era un mero contratista que pactaba con él la realización de una determinada labor agrícola que efectuaba a través de sus propios trabajadores y que su remuneración dependía del sobreprecio que consiguiera; por cuanto, ¿si era un mero contratista porqué razón tenía que recibir órdenes acerca de cómo hacer su labor, solicitar permisos para retirarse de la hacienda o recibir también el pago de jornales y de horas extras como si de un trabajador directo se tratara?. 

La declaración del señor Germán Augusto Blandón Sánchez - que para esta Sala, reviste absoluta credibilidad porque se limitó a narrar lo que percibió directamente sin realizar manifestaciones tendientes a beneficiar a una u otra parte-, es contundente en indicar que el precio de la labor lo ponía el administrador de la finca, esto es, no era pactado o acordado entre los contratantes sino que aquél le decía al actor que consiguiera el personal (los trabajadores) que necesitaban para determinada labor; que él mismo hacía las planillas de los trabajadores, que iba al campo y verificaba los datos de cada uno y que era quien daba las órdenes y los permisos, fls. 185. 
Ana María Silva, secretaria del demandado, refiere a partir del folio 178, que Mauricio Gómez cumplía el mismo horario que los demás trabajadores de la finca, que pasaba una nómina semanal que variaba según los trabajos que realizaban, que presentaba un informe de las labores y de los hombres que tuvo y que luego de verificar tales labores con el administrador recibía un cheque para cancelarle a esos trabajadores; que las órdenes y los permisos los daba el administrador; que los elementos de trabajo los suministraba el empleador; que incluso los datos de las labores se los entregaba el administrador y que ella elaboraba una hojita que luego trascribía en Excel para pasarla a don Humberto bien presentada. 
Es decir, no era que Mauricio Gómez contratara con el señor Ramírez Arango una labor específica por un precio determinado y que él mismo consiguiera el personal para realizarlo obteniendo como ganancia la diferencia entre el valor del contrato y lo que quedaba luego de cancelar los respectivos salarios, sino que le decían qué labores debía hacer, cuántos trabajadores conseguir para ello, cuál era el precio por jornal, y  le entregaban el valor de esos jornales con su propia remuneración que consistía en un pago por cada uno de esos jornales más lo que él mismo hubiera realizado como se observa en las mencionadas planillas de nóminas.  
Se encuentran en consecuencia, acreditados los tres elementos esenciales del contrato de trabajo, establecidos en el artículo 23 del Código Sustantivo del Trabajo: prestación personal del servicio a cargo de Mauricio Gómez Blandón que consistía en conseguir los trabajadores para la finca La Suiza (en lo referente a producción de la caña de azúcar), vigilarlos y hacerles cumplir las órdenes que le entregaba a él el administrador o mayordomo; subordinación y dependencia de éste, que consistía en recibir y cumplir órdenes del mencionado empleador y de pedirle autorización para salir de su lugar de trabajo y en cumplir horarios y, finalmente, en recibir una remuneración por esos servicios, que llámese como se llame, honorarios, porcentaje, valor adicional etc., constituye precisamente en una retribución por esos servicios personales. 
Ello, por cuanto tiene dicho esta Colegiatura, siendo fieles al principio de la primacía de la realidad sobre las formas (artículo 53 de la Constitución Nacional), que no importa la denominación que se le de a la modalidad de vinculación que rija la prestación del servicio, si en realidad en él se demuestra la existencia de los elementos esenciales del contrato de trabajo habrá lugar al pago de las prestaciones que del mismo surjan
.

Por lo anterior, teniendo claro que en este asunto, se verificó un verdadero contrato de trabajo entre las partes, que tuvo como extremos temporales el 17 de agosto de 2005 y el 31 de julio de 2007, procede la Sala a revisar las restantes pretensiones de la demanda. 

La segunda de ellas tiene que ver con la terminación injusta, según el demandante, del mencionado contrato, que constituye el segundo de los problemas jurídicos planteados.  
Quedó claro en el proceso, porque así incluso lo aceptó el demandante a folio 190, que el motivo para que no le dieran más contratos, fue que no le cumplió unas órdenes que le dio; órdenes que consistían en que no podía contratar familiares suyos y sin embargo lo hizo aportando para ello copias de cédulas de otras personas, según afirman Jesús González, fl. 150, Raúl Gutiérrez, fl. 156,  e incluso lo asevera la compañera permanente del actor, a folio 194 aunque trata de justificar la situación. 

En síntesis, Mauricio Gómez Blandón sabía que tenía prohibido contratar a sus familiares para trabajar en la finca La Suiza y sin embargo lo hizo, aportando para ello documentos que correspondían a otras personas, con lo cual se configura en este asunto la causal consagrada en el numeral 1º del artículo 58 del Código Sustantivo del Trabajo, por remisión del numeral 6 del literal a) de los artículos 62 y 63 del Código Sustantivo del Trabajo, por lo que en manera alguna puede decirse que la causa para terminar la relación por parte del empleador sea injusta y por tanto se absolverá al accionado de la sanción correspondiente. 
Se reclama igualmente el pago de horas extras diurnas, nocturnas y trabajo dominical, reajuste de salario y de las prestaciones sociales y el vestido de labor. 
De las planillas de nómina, a las que se ha venido haciendo referencia, se extrae que en verdad Mauricio Gómez Blandón laboraba  horas extras, fls.  12, 82 y 83, trabajo que además, le era debidamente cancelado; no se ocupó el actor de aportar elementos probatorios suficientes para establecer cuál fue ese trabajo suplementario insoluto y por tanto, no es posible proceder a realizar liquidación alguna por ese concepto. 
Igual situación ocurre con el vestido de labor, toda vez que aunque el demandado no probó haber satisfecho esa obligación, correspondía al trabajador arrimar al proceso prueba respecto a su valor, carga que incumplió, razón por la cual resulta imposible fulminar condena por esta prestación. 

Para resolver lo atinente al reajuste de salarios y prestaciones sociales, debe primero la Sala verificar con esas mismas pruebas allegadas y atendiendo lo establecido en el artículo 60 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, cuál era el salario percibido por el actor. 

Se indica en la demanda, que el señor Gómez Blandón recibía la suma de $13.000 diarios - $91.000 semanales-,  que además de ese salario pactado, se acordó que también se le pagarían $2.000 por cada trabajador que consiguiera y una suma adicional por cada labor específica: $15 por cada macollo (sic), $15 por cada paquete de siembra, $3.750 por cada hectárea de encalle, etc. (hecho sexto de la demanda); es decir, su remuneración era variable, pues además de la suma pactada, recibía unos valores adicionales por cada actividad realizada,  como ya se anotó. 

El demandado al dar respuesta a la acción, niega tal hecho, fl. 130, indica que el único valor que le cancelaba al actor era el correspondiente al contrato y manifiesta no saber cuanto le quedada del mismo.

Cuál era entonces ese valor semanal, quincenal o mensual que percibía como salario  el demandante?. 
Si se revisan con cuidado la totalidad de las planillas aportadas con el libelo, fls. 4 y siguientes, observa esta Colegiatura que semana a semana, el actor recibía distintos valores por sus servicios, en algunas oportunidades en verdad, percibía un salario de $13.000 diarios por siete días a la semana más el valor equivalente a cada trabajador, fls. 18 a 26; en otras sólo eran algunos días a la semana, fl. 29, 32, 34, etc., y en muchas otras, no aparece reflejado valor alguno a su favor, sólo el equivalente a esos $2.000 por cada uno de los trabajadores que subcontrataba, fls.  4, 8, 9 entre otros.  
En esas condiciones no es posible establecer con absoluta certeza cuál era el valor devengado por el trabajador, toda vez que el mismo era variable, el demandante por su parte, no acreditó de manera contundente cuál era el valor promedio que recibía,  y por tanto tampoco puede realizarse el reajuste salarial deprecado, ahora, ocurre lo mismo con las prestaciones sociales?. 

Ya se sabe que el demandante no recibió liquidación de tales prestaciones por el periodo comprendido entre el 17 de agosto de 2005 y el 31 de julio de 2007;  liquidación a la que evidentemente tiene derecho toda vez que como ya se dijo, la relación laboral estuvo regida por un contrato de trabajo, así las cosas, a efectos de proteger tal derecho, estima esta Corporación que es perfectamente posible, al no tener un valor demostrado como salario, realizar las correspondientes operaciones  por lo menos con el salario mínimo legal mensual, protegido incluso en la Constitución Nacional (artículo  53)
Le corresponden al actor entonces, los siguientes valores por cada uno de los años laborados: 

	Año
	Salario mínimo 
	Días laborados
	Auxilio de transporte
	Cesantías
	Intereses a las cesantías
	Primas de servicios
	Vacaciones
	Total

	2005
	$381.500
	135
	$200.250 ($44.500)
	$143.062.50
	$6.437.81
	$143.062.50
	$71.531.25
	$564.344.06

	2006
	$408.000
	360
	$572.400

($47.700)
	$408.000.00
	$48.960.00
	$408.000.00
	$204.000.00
	$1.641.360.00

	2007
	$433.700
	210
	$355.600

($50.800)
	$252.991.66
	$17.709.41
	$252.991.66
	$126.495.83
	$1.005.788.56

	TOTAL
	$3.211.492.62


Finalmente, en cuanto a la indemnización moratoria, debe recordarse que la misma se halla establecida en el artículo 65 del C. S. T.  que en su numeral 1°  dispone:  “si a la terminación del contrato, el patrono no paga al trabajador los salarios y prestaciones debidos, salvo los casos de retención autorizados por la ley o convenidos por las partes, debe pagar al asalariado, como indemnización, una suma igual al último salario diario por cada día de retardo.”. Con esa preceptiva se introdujo una excepción al principio general de la buena fe, al establecer la presunción de mala fe del empleador que a la finalización del contrato omite pagar a su ex trabajador los salarios y prestaciones que adeude. Presunción que se fundamenta en la desigualdad de las partes en la relación sustancial de trabajo que el derecho laboral se ha propuesto contrarrestar mediante la elaboración de principios y la expedición de preceptos protectores de quienes derivan su subsistencia de la enajenación de su fuerza de trabajo y que procura garantizarles la percepción oportuna y completa de los salarios y prestaciones que tienen para ellos naturaleza alimentaria y vital.  De allí que corresponda precisamente al empleador moroso, ante su incumplimiento para pagar los créditos debidos al trabajador, demostrar que no actuó con mala fe y de no hacerlo ésta habrá de presumirse. 
De tal suerte que como en innumerables oportunidades ha expresado la jurisprudencia, la indemnización moratoria no es automática, la misma sólo  procede cuando el empleador a más de incumplir con sus obligaciones salariales y prestacionales, no logra acreditar  que existió buena fe de su parte en tal falta. 

Al respecto ha dicho la Corte  

“Es apenas elemental que la conducta que debe ser examinada para concluir si un patrono deudor obró de buena fe o de mala fe,  es la desplegada al extinguirse el contrato de trabajo, sin que lógicamente pueda refluir a ese momento pretérito una conducta posterior, como lo es la de no haber acogido favorablemente una petición que varios años después le hizo quien fuera su trabajador. No hay duda de que el Tribunal se equivocó cuando como razón para absolver de la indemnización por mora asentó que "en los asuntos del trabajo no basta con aducir que se ha procedido de mala fe sino que es menester probarla adecuadamente", argumento jurídico que no encuentra fundamento en la recta inteligencia del art., 1º del dec, 797 de 1949, en cuanto ha entendido la jurisprudencia desarrolla lo dispuesto en el art., 11 de la Ley 6a. de 1945 para consagrar específicamente dicha indemnización en favor de los trabajadores oficiales, puesto que el criterio en vigor es el de que dicha norma reglamentaria, al igual que ocurre con el art. 65 del CST., consagró una presunción de mala fe que exige al patrono demandado una actividad procesal enderezada a desvirtuarla. Presunción que asimismo puede desvirtuarse por la prueba que aporta el trabajador, o por la propia actividad del fallador, quien puede encontrar probado el elemento subjetivo de buena fe que le permita concluir de manera positiva que existieron razones atendibles en la conducta del patrono para no satisfacer las obligaciones con su trabajador por salarios y prestaciones (o indemnizaciones tratándose de trabajadores oficiales) cuando el contrato expiró. Resulta equivocado el otro argumento del Tribunal, cuando igualmente fundó la absolución a la indemnización por mora demandada en la circunstancia de que "la jurisdicción del trabajo apenas empezaba a conocer de los procesos con reclamos como el que fue objeto de este proceso", razón suficiente para exonerar a la empresa de dicha sanción pecuniaria", conforme está textualmente dicho en la sentencia, por cuanto la jurisprudencia, por expreso mandato de la actual Constitución Política, es un criterio auxiliar de la actividad judicial.  Criterio que si bien puede servir a los jueces en busca de su verdadero sentido y para interpretar una expresión oscura de la ley, no está investido del imperio que ésta tiene y a la cual sí están sometidos los jueces en sus providencias. Es por esto que las sentencias judiciales únicamente tienen fuerza obligatoria respecto de las causas en que fueron pronunciadas y no le es dado a los jueces proveer en los negocios de su competencia por vía de disposición general o reglamentaria; no siendo, por ello, admisible el pretender imponerle a alguien un criterio auxiliar de la actividad judicial como si de una norma de forzoso cumplimiento se tratara”
.   
En el caso subjudice,  el demandado propuso como excepción de mérito la de buena fe, argumentando que al actor se le cancelaron en forma oportuna las prestaciones causadas por el contrato de trabajo que finalizó el 15 de agosto de 2005 y los valores correspondientes a cada uno de los contratos civiles que ejecutó posteriormente. 

Sin embargo, lo que se verifica en este asunto es que, el demandado pretendió para evadir responsabilidades con sus trabajadores, entre ellos el actor, simular con éste unos contratos de prestación de servicios para que vinculara a los servidores que realizarían las labores agrícolas relacionadas con la producción de caña de azúcar en su propiedad como si fueran contratos independientes en los que él no participaba como empleador, pero en la realidad, lo que ocurrió es que la totalidad de personas que laboraban en su finca bajo la aparente dirección de Gómez Blandón estaban siendo dirigidos y vigilados por su propio mayordomo o administrador que se ocupaba que el ahora demandante dirigiera tales labores bajo su propio control,  imponiendo él mismo el precio de esas labores y exigiendo directa (al demandante) e indirectamente (a los supuestos trabajadores del demandante), una subordinación total. 

En esas condiciones no puede hablarse de buena fe por parte del empleador, que trató de simular una relación civil que no existió en la realidad para evadir las responsabilidades laborales que le competía asumir y por tanto se impondrá en su contra y a favor del actor, la sanción consagrada en la norma en cita, a razón de un día de salario por cada día de retraso en el pago de prestaciones sociales, a razón de $14.456.66 por cada día transcurrido entre el 1º de agosto de 2007 y hasta que se haga efectivo el pago. 
No prosperan por el contrario las excepciones de mérito propuestas, pues en este asunto quedó acreditada la existencia del contrato de trabajo y por ende la obligación de cancelar las correspondientes prestaciones sociales; que no existió buena fe en el comportamiento del demandado respecto de su trabajador y que además, habiéndose surtido la relación entre el 17 de agosto de 2005 y el 31 de julio del año 2007, para el 18 de diciembre de ese mismo año, cuando se recibió la correspondiente demanda, fl. 120, no habían transcurrido aún los tres años de que trata el artículo 151 del CPLSS.   
En ese orden de ideas, la decisión de primera instancia será revocada en su totalidad y se reconocerá la existencia del contrato de trabajo entre los extremos anotados, imponiéndole al accionado las correspondientes condenas por concepto de prestaciones sociales e indemnización moratoria.

Costas por la actuación en ambas instancias a cargo del demandado.
En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República  y por autoridad de la ley, 
RESUELVE
REVOCAR la sentencia que por vía de apelación se ha revisado  y en su lugar:

PRIMERO: DECLARAR que entre Mauricio Gómez Blandón y Humberto Emilio Ramírez Arango existió un contrato de trabajo en el periodo comprendido entre el 17 de agosto de 2005 y el 31 de julio de 2007.
SEGUNDO: CONDENAR como consecuencia de lo anterior, al señor  Humberto Emilio Ramírez Arango a cancelarle a su extrabajador Mauricio Gómez Blandón la suma de TRES MILLONES DOSCIENTOS ONCE MIL CUATROCIENTOS NOVENTA Y DOS PESOS CON SESENTA Y DOS CENTAVOS ($3.211.492.62), por concepto de cesantías, intereses a las cesantías, primas de servicios y vacaciones.
TERCERO: CONDENAR al señor Humberto Emilio Ramírez Arango, a pagar al señor Mauricio Gómez Blandón la suma de $14.456.66 por cada día transcurrido entre el 1º de agosto de 2007 y hasta que se haga efectivo el pago, por concepto de indemnización moratoria.
CUARTO: ABSOLVER  de las restantes pretensiones de la demanda por lo dicho en la parte motiva.

QUINTO: DECLARAR no probadas las excepciones propuestas por el demandado. 

SEXTO: CONDENAR al demandado a cancelar las costas procesales causadas en ambas instancias. 

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la  presente audiencia se levanta y firma esta acta.

Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES        ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON
                                                                          En vacaciones
CONSUELO PIEDRAHITA ALZATE
Secretaria
� Radicación 2003-00070-01. Sentencia del 13 de diciembre de 2004. Acta No. 173.


� C. S. J. Cas. Lab. Sentencia del 11 de febrero de 1998. M. P. Dr. Rafael Méndez Arango. Rad.   10217. 
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